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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Con relación al procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal.

Planteada por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Primera Lectura de la Iniciativa: 26 de Mayo de 2016.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 8 de Junio de 2016.
Turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia e Instructora de Juicio Político y Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal.

Fecha del Dictamen: 11 de Agosto de 2017.
Decreto No. 913

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 64 / 11 de Agosto de 2017.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 162 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como  diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 24 de abril de 1984, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Esta ley tiene por objeto reglamentar el Capítulo Único del Título Séptimo de la Constitución Política del Estado, en materia de los sujetos de responsabilidad en el servicio público, las obligaciones en el servicio público, las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público, así como las que se deban resolver mediante Juicio Político; las autoridades competentes y los procedimientos para aplicar dichas sanciones; las autoridades competentes y los procedimientos para declarar la procedencia del enjuiciamiento penal de los servidores públicos a que se refiere el artículo 165 de la Constitución Política del Estado; y el registro patrimonial de los servidores públicos.
En esta tesitura, la presente Iniciativa busca principalmente realizar adecuaciones y actualizaciones en lo referente al procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal. Lo anterior, en virtud de que algunas partes del articulado de la ley de la materia no se encuentran alineadas a los nuevos paradigmas del nuevo sistema de justicia penal. 
De igual forma, derivado de la experiencia que recientemente se tuvo en el Congreso del Estado, en el desarrollo de procedimientos contenidos en la citada ley, es que se advirtió la necesidad imperiosa de rediseñar en gran parte la ley en comento, así como el artículo 162 de la Constitución Política local. 
Con la finalidad de lograr lo anterior, es oportuno que previamente se mencionen algunas de las definiciones relacionadas con el procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, parte fundamental a reformar en el presente instrumento legislativo, señalando en primer término la consagrada en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos Estatales y Municipales de Coahuila de Zaragoza, en la cual se establece lo siguiente:

“ARTICULO 29.- Para los efectos de este capítulo, por declaración de procedencia se entiende la resolución emitida por el Congreso del Estado, determinando la procedibilidad del enjuiciamiento del servidor público, quien quedará a disposición de la autoridad competente, para que se proceda conforme a la legislación de la materia.”

Por su parte la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, señala en su artículo 165, los servidores públicos contra quienes se puede incoar el juicio de procedencia de responsabilidad penal, mencionando los siguientes: Gobernador del Estado, los Diputados del Congreso del Estado, el Auditor Superior del Estado, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, los jueces de primera instancia, los secretarios del ramo, el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores, los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos, los integrantes de los consejos municipales y los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos.

Asimismo, se propone disminuir los tiempos que la ley señala actualmente para las etapas correspondientes a ofrecimiento de pruebas y alegatos, con la finalidad de otorgar mayor agilidad al procedimiento.
Como se ha señalado anteriormente, el pasado 13 de octubre de 2015, a solicitud de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se instruyó ante el Congreso local un procedimiento en contra de un Regidor del Ayuntamiento de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, el cual concluyó el 12 de enero del año en curso, determinándose que estaba legalmente comprobada la conducta o el hecho materia de la denuncia; y que por ende se desprendía la existencia de responsabilidad del servidor público, por lo que había lugar a proceder en su contra quedando suspendido de su encargo en tanto estuviera sujeto a proceso penal.

El anterior procedimiento que vio culminadas todas y cada una de sus etapas, sirvió para que se analizaran detenidamente -previo a su aplicación- las disposiciones legales invocadas, lo cual también permitió a los integrantes de la Comisión Instructora de Juicio Político y de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, pudiéramos identificar las normas que a juicio de quienes presentamos la presente Iniciativa, requieren ser adecuadas para otorgar una mayor certidumbre jurídica al procedimiento en cuestión.

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 162. Todo ciudadano, bajo su responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de las conductas relacionadas con el Juicio Político.

En las conductas relacionadas con el inicio del procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, la denuncia tendrá que formularse en primer término ante la Procuraduría General de Justicia del Estado, Procuraduría General de la República o Procuradurías de otros Estados, según sea el caso, para que éstas a su vez, de ser procedente, le soliciten al Congreso del Estado el inicio del referido procedimiento.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 3o.- Son autoridades competentes para aplicar la presente Ley:

I a III.- ….

IV.- La Procuraduría General de Justicia del Estado;

V a XI.- ….

ARTÍCULO 6o.- Podrán ser sujetos de juicio político los Diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; el Gobernador del Estado; los Secretarios del ramo; los subsecretarios; el Fiscal General del Estado; los Fiscales Especializados; los directores generales o su equivalente en las entidades y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo y de la Fiscalía General del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los Jueces de Primera Instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del Estado; los integrantes de los Concejos Municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; así como los titulares e integrantes de los consejos y asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación.

ARTÍCULO 8o.- Redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho:

I a II.- ….

III.- Las violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos y sus garantías individuales o sociales;

IV a VIII.- ….

….

….

ARTÍCULO 12.- Los miembros de la Comisión Instructora y los demás Diputados del Congreso del Estado, que hayan de intervenir en algún acto del procedimiento, podrán excusarse o ser recusados por algunas de las causas e impedimentos que señala el Código Nacional de Procedimientos Penales. Únicamente con expresión de causa, podrá el imputado recusar a unos u otros.

….

ARTÍCULO 13.- Presentada la excusa o la recusación, se calificará dentro de los ocho días naturales siguientes, en un incidente que se sustanciará ante la Comisión Instructora, si se refiere a uno de sus miembros o ante el Congreso si se refiere a los demás Diputados. Si en uno u otro caso se califica de legal la excusa o recusación, se llamará a los suplentes. En el incidente se escuchará al denunciante y al servidor público denunciado, recibiéndose las pruebas correspondientes, las cuales tendrán que presentarse dentro de los primeros tres días naturales de término señalado inicialmente.

ARTÍCULO 15.- La Comisión Instructora, una vez que haya recibido la denuncia notificará personalmente la misma al denunciado dentro de los tres días naturales siguientes, haciéndole saber que deberá informar por escrito en un plazo que no excederá de siete días naturales, lo que a su derecho convenga; si no lo hiciere, se entenderá que niega los hechos de la denuncia.

La notificación deberá realizarse en el domicilio donde vive y habita el denunciado. Si éste no fuere encontrado en su domicilio, se le dejará citatorio para hora fija del día siguiente.

En caso de que no esté presente en la hora señalada, la notificación se le hará por cédula, la cual podrá ser entregada a los parientes, empleados o domésticos del interesado, o a cualquier otra persona adulta que viva en el domicilio señalado. 

Si después que el notificador se hubiere cerciorado de que la persona por notificar vive en la casa y se negare aquél con quien se entiende la notificación a recibir ésta, se hará en el lugar en que  aquella habitualmente trabaje, sin necesidad de que la Comisión Instructora dicte una determinación especial para ello.

Cuando la notificación tampoco pueda realizarse en el lugar donde trabaja el denunciado, se podrá hacer ésta en el lugar en donde se encuentre. En caso de ocultamiento del demandado, la Comisión Instructora podrá ordenar que la notificación de la demanda se haga mediante edicto que se publicará en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado 

En caso de que el servidor público denunciado no presente informe en relación a la denuncia presentada en su contra, o no señale domicilio para oír y recibir notificaciones, las ulteriores notificaciones señaladas en la presente ley se le realizarán mediante cédula de notificación que se fijará en los estrados del Congreso del Estado, con excepción de la notificación señalada en el artículo 22 de la presente ley, la cual tendrá que efectuarse de manera personal.   

ARTÍCULO 15 BIS.- Las notificaciones que ordene realizar el Pleno del Congreso del Estado o la Comisión Instructora, se realizarán a través del personal adscrito a la Oficialía Mayor, preferentemente por conducto de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Cuando la Comisión Instructora o quien presida la Mesa Directiva del Pleno, estime necesario que alguna notificación deba verificarse en compañía de Notario Público, se dispondrá lo necesario para que se haga de esta manera. 

ARTÍCULO 16.- Transcurridos los siete días o en su caso habiendo informado el servidor público lo que a su interés convenga, la Comisión Instructora abrirá un período de prueba de quince días naturales, dentro del cual recibirá las pruebas que ofrezca la Procuraduría General de Justicia del Estado y el servidor público, así como las que la propia Comisión Instructora estime necesarias.

Si al concluir el plazo señalado no hubiese sido posible recibir las pruebas ofrecidas oportunamente o es preciso allegarse otras, la Comisión Instructora podrá ampliarlo en la medida que resulte necesario.

En todo caso, la Comisión Instructora revisará la pertinencia de las pruebas, desestimando las que a su juicio sean improcedentes o contrarias a la moral o buenas costumbres.

Dentro del periodo probatorio la Comisión Instructora podrá practicar las diligencias necesarias, tendientes a conocer con mayor amplitud la conducta o hecho materia de la denuncia; estableciendo las circunstancias del caso y precisando la intervención que haya tenido el servidor público denunciado.

ARTÍCULO 17.- Terminada la fase probatoria, se pondrá el expediente a la vista de las partes por un plazo común de tres días naturales, a fin de que cuenten con los datos necesarios para formular alegatos, mismos que deberán presentar por escrito, dentro de los tres días naturales siguientes a la conclusión del plazo inicialmente mencionado.

ARTÍCULO 18.- Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, la Comisión Instructora formulará sus conclusiones en vista de las constancias del procedimiento. Para este efecto analizará la conducta de los hechos imputados y hará las consideraciones que procedan para justificar, en su caso, la conclusión o la continuación del procedimiento.

ARTÍCULO 20.- Una vez que la Comisión Instructora verifique que se han realizado cada una de las etapas señaladas en la ley, formulará sus conclusiones dentro del plazo de noventa días naturales, contados desde el día siguiente a la fecha en que se le haya turnado la denuncia, a no ser que por causa razonable y fundada se encuentre impedida para hacerlo. 

En este caso, podrá solicitar del Congreso que se amplíe el plazo por el tiempo indispensable para perfeccionar la instrucción. El nuevo plazo que se conceda no excederá de sesenta días.

ARTÍCULO 22.- Una vez emitidas las conclusiones a que se refiere el artículo anterior, la Comisión Instructora las entregará al Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, quien anunciará que éste deberá reunirse y resolver sobre la imputación, dentro de los diez días naturales siguientes, erigido en jurado de sentencia.

Tal hecho se comunicará al denunciante, y al servidor público denunciado, para que aquel se presente por sí, y éste lo haga personalmente asistido de su defensor, a fin de que aleguen lo que a su derecho convenga.

ARTÍCULO 23.- El Congreso no podrá erigirse en jurado de sentencia, sin que antes se compruebe fehacientemente que el servidor público, su defensor y el denunciante, han sido debidamente notificados para comparecer a la sesión a que se refiere el artículo anterior.

En caso de que el servidor público denunciado no cuente con defensor o no haya dado contestación a la denuncia presentada en su contra, se solicitará al Tribunal Superior de Justicia del Estado, previo a la celebración de la sesión, que ponga a disposición del Congreso un defensor de oficio para los efectos de que el denunciado, si así lo desea, lo nombre para el desarrollo de la referida sesión.

ARTÍCULO 25.- Las declaraciones y resoluciones que en materia de juicio político y de declaración de procedencia emita el Congreso, se acordarán en sesión pública, excepto en la que las buenas costumbres o el interés general exija que la audiencia sea secreta.

ARTÍCULO 26.- El día señalado conforme al artículo 22, el Congreso se erigirá en jurado de sentencia previa declaración de su Presidente. En seguida la Secretaría dará lectura a las conclusiones de la Comisión Instructora. Acto continuo se concederá la palabra al denunciante y en seguida al servidor público o a su defensor, o a ambos si alguno de estos lo solicitare, para que aleguen lo que convenga a sus derechos.

El denunciante podrá replicar y si lo hiciere, el imputado y su defensor podrán hacer uso de la palabra en último término.

Posteriormente los integrantes del Pleno podrán formular preguntas a las partes, con la finalidad de contar con más elementos que les permitan formar un criterio sobre el sentido de su decisión.  

Retirados el denunciante y el servidor público y en su caso, su defensor, el Pleno procederá a discutir y a votar las conclusiones propuestas por la Comisión Instructora.

ARTÍCULO 27.- Si el Congreso resolviere que no procede acusar al servidor público, éste continuará en el ejercicio de su cargo. En caso contrario, el Congreso erigido en Jurado de Sentencia, impondrá las sanciones a que se refieren los artículos 9 y 32 de esta Ley, según sea el caso, mediante la resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros.

ARTÍCULO 28.- Cuando en los términos del segundo párrafo del artículo 110 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidad de los servidores públicos, el Congreso del Estado reciba de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, el expediente integrado con motivo del juicio político instaurado en contra del Gobernador del Estado, Diputados del Congreso Local, y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, éste deberá celebrar una sesión, cuya fecha y hora le será comunicada al servidor público sentenciado.

En la fecha y hora señalada, y una vez reunido el Congreso en Pleno, la Secretaría procederá a dar lectura a las constancias procedimentales que obren en el expediente respectivo.

Conocida que sea la sentencia emitida por la Cámara de Senadores, el Congreso mediante la resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, procederá en los términos que señala la Constitución Política local y demás ordenamientos jurídicos aplicables. La resolución que emita el Congreso en este caso, será inatacable.

Si la remisión del expediente a que se refiere el primer párrafo de este artículo, tuviere lugar una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente convocará a un período extraordinario, para que sea el Congreso en pleno, quien acuerde lo procedente.

ARTÍCULO 29.- Para los efectos de este capítulo, por declaración de procedencia se entiende la resolución emitida por el Congreso del Estado, determinando la procedibilidad del enjuiciamiento del servidor público, quien quedará a disposición de la autoridad competente para que sea juzgado exclusivamente por el o los delitos cometidos durante el desempeño de su encargo, conforme a la legislación de la materia.

ARTÍCULO 30.- Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y presentando los elementos de prueba correspondientes, podrá formular por escrito, denuncia o querella, fundada y motivada, ante la Procuraduría General de Justicia del Estado, por la comisión de delitos cometidos durante el tiempo de su encargo por los servidores públicos a que se refiere el artículo 31 de la presente ley.

De ser procedente, la Procuraduría presentará el requerimiento al Congreso del Estado para el inicio del procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal.

ARTÍCULO 31.- Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General del Estado y los subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el imputado, sujetándose a la garantía de audiencia.
ARTÍCULO 32.- Corresponde al Congreso del Estado instruir el procedimiento relativo a la declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal.

Presentada la denuncia o querella, o requerimiento del Ministerio Público y ratificada que sea esta dentro de los tres días naturales a la fecha de su presentación, el Presidente del Congreso la turnará, por riguroso orden, a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que dictamine su procedencia, y si por lo tanto amerita el inicio del procedimiento.

De dictaminarse la procedencia de las denuncias, querellas o requerimientos del Ministerio Público, se turnarán a la Comisión Instructora a que se refiere el artículo 11 de esta Ley. En caso contrario, se declarará su improcedencia, archivándose el expediente. Las denuncias anónimas o que no están suscritas o sean ratificadas por el denunciante, no producirán ningún efecto.

Los miembros de la Comisión Instructora, y los demás Diputados del Congreso que hayan de intervenir en algún acto del procedimiento, deberán excusarse o podrán ser recusados en los términos de los artículos 12 y 13 de esta Ley.

ARTÍCULO 33.- Para los efectos de la práctica de diligencias, requisitos legales que deban contener, notificaciones; plazos, y efectos de las mismas, términos y duración del período probatorio y demás actos procedimentales que se efectúen, a partir de que se turne la denuncia o querella o requerimiento del Ministerio Público a la Comisión Instructora, hasta la resolución de declaración emitida por el Congreso del Estado, se observarán en lo pertinente las disposiciones contenidas en los artículos 15, 15 Bis, 16, 17, 18, 19, 20, 21, fracción I y II, 22, 23, 24, 25 y 26 de la presente Ley.

ARTÍCULO 34.- Si el Congreso resolviere que no procede acusar al servidor público denunciado, éste continuará en el ejercicio de su cargo. En caso contrario, el Congreso pondrá al imputado a disposición de la autoridad competente, para los efectos legales que correspondan.

…..

ARTÍCULO 35.- Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados del Congreso Local, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, de los Magistrados del Tribunal Electoral, o de los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Estatal Electoral, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cual fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del imputado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere.
ARTÍCULO 36.- Si la declaración del Congreso fuere en sentido negativo, se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su curso, cuando el imputado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la resolución no prejuzga los fundamentos de la imputación.

ARTÍCULO 37.- El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el imputado, será suspenderlo de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si este culmina en sentencia absolutoria, el imputado podrá reasumir su cargo si no ha concluido el período legal del mismo. Si la sentencia fuese condenatoria, no se concederá al inculpado la gracia del indulto.

ARTÍCULO 40.- Cuando se siga proceso penal a un servidor público de los señalados en el artículo 31 del presente ordenamiento, sin haber satisfecho el procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, quien presida la Mesa Directiva del Congreso librará oficio al Juez o Tribunal que conozca de la causa, a fin de que suspenda el proceso en tanto se plantea y resuelve si ha lugar a proceder penalmente en contra del servidor público.

ARTÍCULO 41.- Cuando en el curso del procedimiento instaurado en contra de un servidor público de los señalados en el artículo 31 de esta Ley, se presentare nueva denuncia en su contra, se procederá respecto de ella con arreglo a este ordenamiento hasta agotar la instrucción de los diversos procedimientos, procurando, de ser posible, la acumulación procesal.

….

ARTÍCULO 42.- Cuando en los términos del 5o. párrafo del artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y párrafo 2o. del artículo 28 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, el Congreso del Estado reciba de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la declaración de procedencia por la posible comisión de delitos federales por parte del Gobernador del Estado, Diputados del Congreso Local, y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, éste deberá celebrar una sesión, cuya fecha y hora, se le comunicará por la Secretaría del Congreso al servidor público imputado.

….

….

….
ARTÍCULO 43.- Tratándose de la presentación de denuncias o requerimientos del Ministerio Público, por la comisión de delitos, por los servidores públicos a que se refiere el artículo 31 de la presente Ley, una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente calificará la importancia o gravedad de los hechos imputados, para determinar si procede convocar al Congreso a un período extraordinario de sesiones, para que sea éste en pleno, quien acuerde lo procedente.

ARTÍCULO 49.- Los plazos a que se refieren los procedimientos de juicio político y de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, se entienden comprendidos dentro del período ordinario de sesiones del Congreso del Estado, o bien dentro del periodo extraordinario a que se convoque.

ARTÍCULO 50.- En todas las cuestiones relativas a los procedimientos de juicio político y de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, no previstas en esta Ley, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales. Asimismo, se atenderán en lo conducente las del Código Penal del Estado.

ARTÍCULO 59.- El Poder Judicial y los Ayuntamientos de la entidad en sus respectivas leyes, códigos o reglamentos, el Poder Legislativo en su Ley Orgánica y los organismos públicos autónomos en sus leyes y reglamentos interiores, establecerán los órganos y procedimientos para determinar las responsabilidades administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos bajo su dependencia, a que se refiere el artículo 52 de la presente ley, así como para aplicar las sanciones correspondientes. En dichos ordenamientos legales se observarán, en lo aplicable, las normas contenidas en esta ley.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 
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